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Caso aLMonaCID areLLano Y otros. CHILe

Obligación de respetar los derechos, Deber de adoptar disposiciones  
de derecho interno, Garantías judiciales, Protección judicial,  
Obligación de reparar

Hechos de la demanda: supuesta violación de los derechos consagrados 
en los artículos 8o. (garantías judiciales) y 25 (Protección judicial) de la 
Convención americana, en relación con la obligación establecida en el 
artículo 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la misma, así como 
la supuesta violación del artículo 2o. (Deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno) de la Convención en perjuicio de los familiares del se-
ñor Luís alfredo almonacid arellano […].

Los hechos expuestos por la Comisión en la demanda se refieren a la 
presunta falta de investigación y sanción de los responsables de la ejecu-
ción extrajudicial del señor almonacid arellano, a partir de la aplicación 
del Decreto Ley no. 2.191, ley de amnistía, adoptada en 1978 en Chile, 
así como a la supuesta falta de reparación adecuada a favor de sus fami-
liares.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 15 de sep-
tiembre de 1998

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 11 de julio de 
2005

Etapa dE ExcEpcionEs prEliminarEs, Fondo, rEparacionEs y costas

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. excepciones 
Preliminares, Fondo, reparaciones y Costas, sentencia del 26 de sep-
tiembre de 2006, serie C, no. 154.

Voto razonado del Juez antônio a. Cançado trindade
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Composición de la Corte*: sergio garcía ramírez, Presidente; alirio 
abreu burelli, vicepresidente; antônio a. Cançado trindade, Juez; Ma-
nuel e. Ventura robles, Juez; Diego garcía-sayán, Juez; presentes, ade-
más, Pablo saavedra alessandri, secretario, y emilia segares rodríguez, 
secretaria adjunta.

Artículos en análisis: 2o. (Deber de adoptar disposiciones de derecho 
interno), 8o. (Garantías judiciales) y 25 (Protección judicial) en relación 
con la obligación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de respetar 
los derechos); y 63.1 (obligación de reparar) de la Convención Ameri-
cana.

otros instrumentos y documentos Citados

Convenio de La Haya del 18 de octubre de 1907 sobre las leyes y  —
costumbres de la guerra terrestre (Convenio núm. IV).
Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra  —
y de los crímenes de la humanidad, adoptada por la asamblea ge-
neral de las naciones unidas en su resolución 2391 (XXIII) de1 
25 de noviembre de 1968.
Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra  —
y de los crímenes de la humanidad, adoptada por la asamblea ge-
neral de las naciones unidas en su resolución 2391 (XXIII) del 
25 de noviembre de 1968: artículo I.b.
onfirmación de los principios de derecho internacional reconoci- —
dos por el estatuto del tribunal de nuremberg, adoptada por la 
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 95 (I) 
del 11 de diciembre de 1946;
Cuestión del castigo de los criminales de guerra y de las personas  —
que hayan cometido crímenes de lesa Humanidad, adoptada por la 
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2712 
(XXV) del 14 de diciembre de 1970.

*  el Juez oliver Jackman informó al tribunal que, por motivos de fuerza mayor, no 
podía estar presente en la deliberación y adopción de la presente sentencia. La Jueza Ce-
cilia Medina Quiroga, de nacionalidad chilena, se excusó de participar en la deliberación 
y firma de la presente sentencia.
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Cuestión del Castigo de los criminales de guerra y de las personas  —
que hayan cometido crímenes de lesa humanidad, adoptado por la 
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2338 
(XXII) del 18 de diciembre de 1967.
Cuestión del castigo de los criminales de guerra y de las personas  —
que hayan cometido crímenes de lesa Humanidad, adoptada por la 
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2583 
(XXIV) del 15 de diciembre de 1969.
Cuestión del castigo de los criminales de guerra y de las personas  —
que hayan cometido crímenes de lesa humanidad, adoptada por la 
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2840 
(XXVI) del 18 de diciembre de 1971.
extradición de delincuentes de guerra y traidores, adoptado por la  —
asamblea general de las naciones unidas en su resolución 170 
(II) del 31 de octubre de 1947.
estatuto del tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia,  —
s/res/827, 1993: artículo 10.
estatuto del tribunal Penal Internacional para ruanda, s/res/955,  —
8 de noviembre de 1994: artículo 9o.
O.N.U., Confirmación de los principios de Derecho Internacional  —
reconocidos por el estatuto del tribunal de nuremberg adoptada 
por la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 
95(I), Quincuagésima quinta reunión plenaria del 11 de diciembre 
de 1946.
o.n.u., extradición y castigo de criminales de guerra, adoptada  —
por la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 
3 (I) del 13 de febrero de 1946.
o.n.u., Formulación de los principios reconocidos por el estatuto  —
y por las sentencias del tribunal de nuremberg, adoptado por la 
de la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 
177 (II), 123ª sesión plenaria del 21 de noviembre de 1947.
o.n.u., Principios de Derecho Internacional reconocidos en el  —
estatuto del tribunal de nuremberg y la sentencia del tribunal. 
adoptado por la Comisión de Derecho Internacional de las nacio-
nes unidas en el año 1950, u.n. Doc. a/1316 (1950).
O.N.U., Principios de cooperación internacional en la identifica- —
ción, detención, extradición y castigo de los culpables de críme-
nes de guerra, o de crímenes de lesa humanidad adoptados por la 
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asamblea general de las naciones unidas en su resolución 3074 
(XXVIII) del 3 de diciembre de 1973.
o.n.u., resolución del Consejo de seguridad, s/res/827 para  —
el establecimiento del tribunal Penal Internacional para la ex Yu-
goslavia de 25 de marzo de 1993; y resolución del Consejo de 
seguridad, s/res/955 para el establecimiento del tribunal Penal 
Internacional para ruanda 8 de noviembre de 1994.
o.n.u., Informe del secretario general sobre el establecimiento  —
de un tribunal para sierra Leona, s/2000/915 del 4 de octubre de 
2000.
o.n.u., Informe del secretario general sobre el estado de dere- —
cho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han 
sufrido conflictos, S/2004/616 del 3 de agosto de 2004.
o.n.u., Protocolo adicional a los Convenios de ginebra del 12  —
de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II).
o.n.u., estatuto de roma de la Corte Penal Internacional, apro- —
bado por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las 
naciones unidas sobre el establecimiento de una corte penal in-
ternacional, u.n. Doc. a/ConF.183/9, del 17 de julio de 1998: 
artículo 20.
Prevención del delito y la lucha contra la delincuencia, adoptada  —
por la asamblea general de las naciones unidas en su resolu-
ción 3020 (XXVII) del 18 de diciembre de 1972.

Asuntos en discusión: A) Excepciones preliminares: Primera: Com-
petencia de la Corte Ratione Temporis (limitaciones al reconocimien-
to de la competencia de la Corte, principio de compétence de la com-
pétence, denegación de justicia); Segunda: Violaciones de trámite ante 
la Comisión (plazos, agotamiento de los recursos internos del Estado, 
Principio del estoppel). B) Fondo: Prueba (consideraciones generales); 
Valoración de la prueba (documental, testimonial, affidávit); Obligación 
de respetar los derechos (artículo 1.1), Deber de adoptar disposiciones 
de derecho interno (artículo 2o.) y Garantías judiciales (artículo 8o.) 
y Protección judicial (artículo 25): A) Respecto a la vigencia y aplica-
ción del Decreto Ley No. 2.191: a) La ejecución extrajudicial del señor 
Almonacid Arellano (crímenes de lesa humanidad: concepto, evolución 
histórica, Tribunales penales internacionales, derecho internacional hu-
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manitario, ius cogens), b) Imposibilidad de amnistiar los crímenes de 
lesa humanidad (corpus iuris del Derecho Internacional, los crímenes de 
lesa humanidad son graves violaciones de derechos humanos, las leyes 
que otorgan amnistía por crímenes de lesa humanidad violan la Conven-
ción Americana, impunidad), c) La vigencia del Decreto Ley No. 2.191 
a partir del 21 de agosto de 1990 (adecuación del derecho interno a la 
Convención como obligación de garantía efectiva, leyes de amnistía ca-
recen de efectos jurídicos), d) La aplicación del Decreto Ley No. 2.191 
(responsabilidad del Estado por actos del poder judicial, “control de 
convencionalidad”, leyes de amnistía violan los artículos 8o., 25 y 1.1. 
de la Convención); B) Respecto a la jurisdicción militar (alcance restric-
tivo y excepcional de la jurisdicción penal militar; tribunal competen-
te, independiente e imparcial). C) Reparaciones: Obligación de reparar 
(aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana) (considera-
ciones generales): A) Beneficiarios (parte lesionada), B) Adecuación del 
derecho interno a la Convención Americana y obligación del Estado de 
continuar con las investigaciones del presente caso, identificar, juzgar 
y, en su caso, sancionar a los responsables (anulación de los efectos ju-
rídicos de procesos internos, derecho a la verdad, los crímenes de lesa 
humanidad son imprescriptibles de acuerdo con el ius cogens, principio 
de non bis in idem, cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”), C) Daño 
material e inmaterial (consideraciones generales, no se probó daño ma-
terial, valoración de la política de reparación del Estado, no se orde-
na pago por compensación de daño inmaterial, la sentencia constituye 
per se una forma de reparación, publicación de la sentencia), D) Cos-
tas (concepto, fijación en equidad); Modalidad de cumplimiento (plazos, 
moneda, supervisión de cumplimiento).

a) ExcEpcionEs prEliminarEs

Primera: Competencia de la Corte Ratione Temporis (limitaciones al 
reconocimiento de la competencia de la Corte, principio de com-
pétence de la compétence, denegación de justicia)

42. el fundamento de la primera excepción preliminar interpuesta por 
el estado radica en su “declaración” realizada al reconocer la competen-
cia de la Corte el 21 de agosto de 1990 […]
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43. De acuerdo a la jurisprudencia desarrollada por esta Corte, debe 
entenderse que la “declaración” realizada por Chile constituye una limi-
tación temporal al reconocimiento de la competencia de este tribunal, y 
no una “reserva”. en efecto, el tribunal ha sostenido que

[el] “reconocimiento de la competencia” de la Corte […] es un acto uni-
lateral de cada estado[,] condicionado por los términos de la propia Con-
vención americana como un todo y, por lo tanto, no está sujeta a reservas. 
si bien alguna doctrina habla de “reservas” al reconocimiento de la com-
petencia de un tribunal internacional, se trata, en realidad, de limitaciones 
al reconocimiento de esa competencia y no técnicamente de reservas a un 
tratado multilateral.1

44. asimismo, conforme a la jurisprudencia de este tribunal, este tipo 
de limitaciones temporales al reconocimiento de la competencia de la Cor-
te tienen su fundamento en la facultad, que otorga el artículo 62 de la Con-
vención a los estados Partes que decidan reconocer la competencia con-
tenciosa del tribunal, de limitar temporalmente dicha competencia.2 Por lo 
tanto, esta limitación se encuentra prevista en la propia Convención.

45. Corresponde ahora al tribunal, teniendo en cuenta los principios y 
parámetros anteriormente expuestos, determinar si puede conocer de los 
hechos que fundamentan las alegadas violaciones a la Convención en el 
presente caso. además, la Corte resalta que, de acuerdo al principio de 
compétence de la compétence, no puede dejar a la voluntad de los esta-
dos que éstos determinen cuáles hechos se encuentran excluidos de su 
competencia. esta determinación es un deber que corresponde al tribu-
nal en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.3

48. esta Corte ha considerado que en el transcurso de un proceso se 
pueden producir hechos independientes que podrían configurar violacio-
nes específicas y autónomas de denegación de justicia.4 Por ejemplo, la 

1  Cfr. Caso Hermanas Serrano Cruz. excepciones Preliminares, sentencia del 23 de 
noviembre de 2004, serie C, no. 118, párr. 61; Caso Alfonso Martín del Campo Dodd. 
Excepciones Preliminares, sentencia del 3 de septiembre de 2004, serie C, no. 113, párr. 
68; y Caso Cantos. Excepciones Preliminares, sentencia del 7 de septiembre de 2001, 
serie C, no. 85, párr. 34.

2  Cfr. Caso Hermanas Serrano Cruz. excepciones Preliminares, supra nota 1, párr. 73.
3  Cfr. Caso Hermanas Serrano Cruz. excepciones Preliminares, supra nota 1, párr. 74.
4  Cfr. Caso Hermanas Serrano Cruz. excepciones Preliminares, supra nota 1, párr. 84. 
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decisión de un juez de no permitir la participación del defensor del acusa-
do en el proceso;5 la prohibición a los defensores de entrevistarse a solas 
con sus clientes, conocer oportunamente el expediente, aportar pruebas 
de descargo, contradecir las de cargo y preparar adecuadamente los ale-
gatos;6 la actuación de jueces y fiscales ‘sin rostro’,7 el sometimiento al 
acusado a torturas o maltratos para forzar una confesión;8 la falta de co-
municación al detenido extranjero de su derecho de asistencia consular,9 
y la violación del principio de coherencia o de correlación entre acusa-
ción y sentencia,10 entre otros.

49. en vista de ello, la Corte considera que es competente para pro-
nunciarse sobre los hechos señalados por la Comisión y los representan-
tes referentes al otorgamiento de competencia a la jurisdicción militar en 
perjuicio de la jurisdicción civil, y a la aplicación de la Ley de amnistía 
en el presente caso por parte de las autoridades judiciales militares, pues-
to que ocurrieron con posterioridad al 21 de agosto de 1990. Dichos he-
chos se encuentran detallados en el párrafo 82.11 a 82.23 de la presente 
sentencia y podrían constituir violaciones autónomas de los artículos 8.1 
y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. en 
consecuencia, el tribunal estima que no están excluidos por la limitación 
realizada por el estado. De otra parte, acerca de las supuestas “omisio-
nes de investigación, procesamiento y sanción de los responsables del 
homicidio del señor Luis almonacid” alegadas por la Comisión (supra 
párr. 40.a.ii), la Corte advierte que ni ésta ni el representante precisaron 
cuáles son esas omisiones, por lo que la Corte no puede determinar a cuá-
les hecho se refieren y, por ende, la fecha en que ocurrieron, por lo que 
desestima tal argumento.

5  Cfr. Caso Comunidad indígena Yakye Axa, sentencia 17 de junio de 2005, serie C, 
no. 125, párr. 117.

6  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros, sentencia del 30 de mayo de 1999, serie C, no. 
52, párrs. 135 a 156.

7  Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, sentencia del 25 de noviembre de 2004, serie C, 
no. 119, párr. 147.

8  Cfr. Caso Tibi, sentencia del 7 de septiembre de 2004, serie C, no. 114, párr. 146.
9  Cfr. Caso Acosta Calderón, sentencia del 24 de junio de 2005, serie C, no. 129, 

párr. 125.
10  Cfr. Caso Fermín Ramírez, sentencia del 20 de junio de 2005, serie C, no. 126, 

párrs. 65 a 69.



Caso aLMonaCID areLLano Y otros. CHILe626

50. En lo que se refiere a la vigencia del Decreto Ley No. 2.191, no 
puede alegarse que el principio de ejecución del supuesto incumplimien-
to del artículo 2o. de la Convención americana se haya dado con la pro-
mulgación de éste en 1978, y que por ende la Corte no tiene competencia 
para conocer ese hecho. el principio de ejecución del supuesto incumpli-
miento del artículo 2o. de la Convención americana se produce cuando 
el estado se obligó a adecuar su legislación interna a la Convención, es 
decir, al momento en que la ratificó. En otras palabras, la Corte no tie-
ne competencia para declarar una presunta violación al artículo 2o. de 
la Convención al momento en que dicho Decreto Ley fue promulgado 
(1978), ni respecto a su vigencia y aplicación hasta el 21 de agosto de 
1990, porque hasta ese momento no existía el deber del estado de ade-
cuar su legislación interna a los estándares de la Convención americana. 
no obstante, a partir de esa fecha rige para Chile tal obligación, y esta 
Corte es competente para declarar si la ha cumplido o no.

51. en consecuencia, se rechaza la excepción preliminar en los térmi-
nos que se han señalado.

Segunda: Violaciones de trámite ante la Comisión (plazos,  
agotamiento de los recursos internos del Estado,  
Principio del estoppel)

55. La segunda excepción preliminar del Estado se refiere a dos asun-
tos: i) el envío “apresurado” de la Comisión del presente caso a la Corte, 
sin que se hubiese tenido en cuenta el informe del estado relativo al cum-
plimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo de 
la Comisión, y ii) que la decisión de la Comisión de someter el caso a la 
Corte se habría tomado con anterioridad a la presentación del informe es-
tatal, puesto que se habrían solicitado “los antecedentes” al representante 
de las presuntas víctimas.

58. Los plazos establecidos en los artículos [51.1 de la Convención 
americana y 43 del reglamento de la Comisión] no son los mismos. el 
plazo de tres meses señalado en el artículo 51.1 de la Convención es el 
plazo máximo dentro del cual la Comisión Interamericana está facultada 
para someter un caso a la competencia contenciosa de esta Corte, luego 
de lo cual la facultad de la Comisión caduca. Por su parte, el plazo del 
artículo 43.2 del Reglamento de la Comisión se refiere al plazo máximo 
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dentro del cual un estado debe informar a la Comisión sobre las medidas 
adoptadas para cumplir con sus recomendaciones. este último plazo es 
fijado por la propia Comisión.

61. […] [e]l tribunal estima que el estado presentó su informe de 
cumplimiento fuera de plazo, y que la Comisión actuó de conformidad 
con sus normas reglamentarias y la Convención americana. el hecho de 
que el Informe no. 30/05 haya sido transmitido íntegramente al estado 
el 12 de mayo 2005 no afecta la conclusión anterior, en vista de que la 
Comisión, teniendo en cuenta la transmisión tardía, otorgó un plazo adi-
cional al estado del 11 de junio al 1o. de julio de 2005. asimismo, la 
Corte estima que el hecho de que la Comisión haya consultado al estado 
su interés en iniciar un proceso de solución amistosa el 17 de octubre de 
2005, cuando el caso ya estaba en conocimiento de este tribunal, si bien 
resulta incomprensible, no incide en la decisión de la Corte de considerar 
que el estado presentó su informe de cumplimiento fuera de plazo.

64. este tribunal observa que, si bien el estado no ha planteado la 
excepción formal de no agotamiento de recursos internos, éste señaló, 
interalia, que “[l]os representantes de los familiares de la víctima, quie-
nes tenían la calidad de querellantes particulares, no interpusieron los 
recursos de que disponían para llevar la definición de esta materia ante 
la Corte suprema de Justicia de Chile”. al respecto, la Corte reitera los 
criterios sobre la interposición de la excepción de falta de agotamiento 
de los recursos internos, los que deben atenderse en el presente caso. en 
primer lugar, la Corte ha señalado que la falta de agotamiento de recursos 
es una cuestión de pura admisibilidad y que el estado que la alega debe 
indicar los recursos internos que es preciso agotar, así como acreditar 
que esos recursos son efectivos. en segundo término, la excepción de no 
agotamiento de recursos internos debe plantearse, para que sea oportu-
na, en la etapa de admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o 
sea, antes de cualquier consideración en cuanto al fondo; si no es así, se 
presume que el estado renuncia tácitamente a valerse de ella. en tercer 
lugar, el estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a 
la invocación de la falta de agotamiento de los recursos internos.11

11  Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros, sentencia del 7 de febrero de 2006, serie C, 
no. 144, párr. 124. 



Caso aLMonaCID areLLano Y otros. CHILe628

65. en el caso particular, durante el procedimiento ante la Comisión el 
estado no alegó la falta de agotamiento de los recursos internos (supra 
párr. 7). Por lo tanto, como consecuencia de no haber planteado en su 
oportunidad procesal objeción alguna sobre el agotamiento de los recur-
sos internos, la Corte concluye que el estado está impedido —en virtud 
del principio del estoppel— de hacerla prevalecer ante este tribunal,12 
porque ha renunciado tácitamente a ella. Consecuentemente, desestima 
el argumento estatal respecto a la falta de agotamiento de los recursos 
internos.

B) Fondo

Prueba (consideraciones generales, principio del contradictorio, 
oportunidad procesal, recepción y valoración)

67. en materia probatoria rige el principio del contradictorio, que res-
peta el derecho de defensa de las partes, siendo este principio uno de los 
fundamentos del artículo 44 del reglamento, en lo que atañe a la oportu-
nidad para el ofrecimiento de la prueba, con el fin de que haya igualdad 
entre las partes.13

68. según la práctica del tribunal, al inicio de cada etapa procesal las 
partes deben señalar qué pruebas ofrecerán en la primera oportunidad 
que se les concede para pronunciarse por escrito. además, en ejercicio 
de las potestades discrecionales contempladas en el artículo 45 de su re-
glamento, la Corte o su Presidente podrán solicitar a las partes elementos 
probatorios adicionales como prueba para mejor resolver, sin que ello se 
traduzca en una nueva oportunidad para ampliar o complementar los ale-
gatos, salvo que el tribunal lo permita expresamente.14

12  Cfr. Caso Durand y Ugarte. Excepciones Preliminares, sentencia del 28 de mayo 
de 1999, serie C, no. 50, párr. 38; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. 
Excepciones Preliminares, Sentencia del 1 de febrero de 2000, serie C, no. 66, párrs. 56 
y 57; y Caso Herrera Ulloa, sentencia del 2 de julio de 2004, serie C, no. 107, párr. 83.

13 Cfr. Caso Ximenes Lopes, sentencia del 4 de julio de 2006, serie C, no. 149, párr. 
42; Caso de las Masacres de Ituango, sentencia del 1 de julio de 2006, serie C, no. 148, 
párr. 106; y Caso Baldeón García, sentencia del 6 de abril de 2006, serie C, no. 147, 
párr. 60.

14  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 43; Caso de las Masacres de Ituan-
go, supra nota 13, párr. 107; y Caso Baldeón García, supra nota 13, párr. 61.
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69. La Corte ha señalado anteriormente, en cuanto a la recepción y 
valoración de la prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella 
no están sujetos a las mismas formalidades que las actuaciones judicia-
les internas, y que la incorporación de determinados elementos al acervo 
probatorio debe ser efectuada prestando particular atención a las circuns-
tancias del caso concreto y teniendo presentes los límites trazados por 
el respeto a la seguridad jurídica y al equilibrio procesal de las partes. 
además, la Corte ha tenido en cuenta que la jurisprudencia internacio-
nal, al considerar que los tribunales internacionales tienen la potestad de 
apreciar y valorar las pruebas según las reglas de la sana crítica, ha evi-
tado siempre adoptar una rígida determinación del quantum de la prue-
ba necesaria para fundar un fallo. este criterio es especialmente válido 
en relación con los tribunales internacionales de derechos humanos, los 
cuales disponen, para efectos de la determinación de la responsabilidad 
internacional de un estado por violación de derechos de la persona, de 
una amplia flexibilidad en la valoración de la prueba rendida ante ellos 
sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la lógica y con 
base en la experiencia.15

Valoración de la prueba (documental, testimonial, affidávit)

74. en este caso, como en otros,16 el tribunal admite el valor probato-
rio de aquellos documentos presentados por las partes en su oportunidad 
procesal que no fueron controvertidos ni objetados, ni cuya autenticidad 
fue puesta en duda.

77. si bien las dos declaraciones señaladas en los párrafos anteriores 
[peritos] fueron presentadas ante un notario público para el reconoci-
miento de la firma de sus autores y, por tanto, no constituyen formalmen-
te affidávits, el Tribunal las acepta, en vista de que no se ha afectado la 
seguridad jurídica ni el equilibrio procesal entre las partes.

81. […] [e]n cuanto a los documentos de prensa presentados por las 
partes, este tribunal ha considerado que podrían ser apreciados cuando 

15  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 44; Caso de las Masacres de Ituan-
go, supra nota 13, párr. 108; y Caso Baldeón García, supra nota 13, párr. 62.

16  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 48; Caso de las Masacres de Ituan-
go, supra nota 13, párr. 112; y Caso Baldeón García, supra nota 13, párr. 65.
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recojan hechos públicos y notorios o declaraciones de funcionarios del 
estado, o cuando corroboren aspectos relacionados con el caso.17

Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1), Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno (artículo 2o.) y Garantías  
judiciales (artículo 8o.) y Protección judicial (artículo 25)

90. en el presente caso, la Corte ha sido llamada a pronunciarse res-
pecto a si el estado cumplió con los deberes generales establecidos en 
los citados artículos 1.1 y 2o. de la Convención al mantener en vigencia 
el Decreto Ley No. 2.191 con posterioridad a la ratificación de la Con-
vención por parte de Chile. Por otro lado, la Corte debe determinar si la 
aplicación del referido decreto ley constituye una violación de los dere-
chos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las presuntas víctimas del 
presente caso. Para ello, el tribunal estima oportuno dividir el análisis 
de la cuestión de la siguiente manera: a) primero, habría que calificar si 
el homicidio del señor almonacid arellano constituye o no un crimen de 
lesa humanidad, b) en segundo lugar y en caso que se establezca que tal 
homicidio constituye un crimen de lesa humanidad, la Corte considerará 
si dicho crimen puede o no ser amnistiado, c) en tercer lugar y en caso 
que se establezca que tal crimen no puede ser amnistiado, el tribunal 
analizará si el Decreto Ley 2.191 amnistía o no este crimen y si el estado 
violó o no la Convención al mantener vigente esa normativa, y d) final-
mente, la Corte analizará si la aplicación de dicha normativa por parte de 
las autoridades judiciales en el presente caso conlleva una violación de 
los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención.

a) Respecto a la vigencia y aplicación del Decreto Ley No. 2.191

a) La ejecución extrajudicial del señor Almonacid Arellano 
(crímenes de lesa humanidad: concepto y evolución histórica; 
Tribunales penales internacionales, derecho internacional 
humanitario, ius cogens)

17  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 55; Caso de las Masacres de Ituan-
go, supra nota 13, párr. 122; y Caso Baldeón García supra nota 13, párr. 70.
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94. el desarrollo de la noción de crimen de lesa humanidad se produjo 
en los inicios del siglo pasado. en el preámbulo del Convenio de la Haya 
sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre de 1907 (Convenio 
núm. IV) las potencias contratantes establecieron que “las poblaciones y 
los beligerantes permanecen bajo la garantía y el régimen de los princi-
pios del Derecho de gentes preconizados por los usos establecidos entre 
las naciones civilizadas, por las leyes de la humanidad y por las exigen-
cias de la conciencia pública”.18 asimismo, el término “crímenes contra 
la humanidad y la civilización” fue usado por los gobiernos de Francia, 
reino unido y rusia el 28 de mayo de 1915 para denunciar la masacre 
de armenios en turquía.19

95. El asesinato como crimen de lesa humanidad fue codificado por 
primera vez en el artículo 6.c del estatuto del tribunal Militar Internacio-
nal de nuremberg, el cual fue anexado al acuerdo para el establecimien-
to de un tribunal Militar Internacional encargado del juicio y castigo de 
los principales criminales de guerra del Eje Europeo, firmado en Londres 
el 8 de agosto de 1945 (el “acuerdo de Londres”). Poco después, el 20 de 
diciembre de 1945, la Ley del Consejo de Control no. 10 también con-
sagró al asesinato como un crimen de lesa humanidad en su artículo II.c. 
De forma similar, el delito de asesinato fue codificado en el artículo 5.c 
del estatuto del tribunal Militar Internacional para el juzgamiento de los 
principales criminales de guerra del Lejano oriente (estatuto de tokyo), 
adoptada el 19 de enero de 1946.

96. La Corte, además, reconoce que la estatuto de nuremberg jugó 
un papel significativo en el establecimiento de los elementos que carac-
terizan a un crimen como de lesa humanidad. este estatuto proporcionó 
la primera articulación de los elementos de dicha ofensa,20 que se man-

18  Cfr. Convenio de La Haya del 18 de octubre de 1907 sobre las leyes y costumbres 
de la guerra terrestre (Convenio núm. IV).

19  egon schwelb, Crimes Against Humanity, british Yearbook of Internacional Law. 
Vol 23, (1946), 178, pág. 181. “[L]os crímenes contra la humanidad y la civilización de 
los cuales son responsables los miembros del gobierno turco, así como los agentes impli-
cados en las masacres”.

20  artículo 6.- el tribunal establecido por el acuerdo aludido en el artículo 1 del 
presente para el enjuiciamiento y condena de los principales criminales de guerra del eje 
europeo estará facultado para juzgar y condenar a aquellas personas que, actuando en 
defensa de los intereses de los países del eje europeo, cometieron los delitos que constan 
a continuación, ya fuera individualmente o como miembros de organizaciones:
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tuvieron básicamente en su concepción inicial a la fecha de muerte del 
señor almonacid arellano, con la excepción de que los crímenes contra 
la humanidad pueden ser cometidos en tiempos de paz como en tiempos 
de guerra.21 en base a ello, la Corte reconoce que los crímenes contra la 
humanidad incluyen la comisión de actos inhumanos, como el asesinato, 
cometidos en un contexto de ataque generalizado o sistemático contra 
una población civil. basta que un solo acto ilícito como los antes men-
cionados sea cometido dentro del contexto descrito, para que se produzca 
un crimen de lesa humanidad. en este sentido se pronunció el tribunal 
Internacional para la ex Yugoslavia en el caso Prosecutor v. Dusko Tadic, 
al considerar que “un solo acto cometido por un perpetrador en el contex-
to de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil trae 
consigo responsabilidad penal individual, y el perpetrador no necesita 
cometer numerosas ofensas para ser considerado responsable”.22 todos 
estos elementos ya estaban definidos jurídicamente cuando el señor Al-
monacid arellano fue ejecutado.

97. Por su parte, el tribunal Militar Internacional para el Juzgamien-
to de los Principales Criminales de guerra (en adelante “el tribunal de 

[…]
(c) CríMenes Contra La HuManIDaD: a saber, el asesinato, la extermina-

ción, esclavización, deportación y otros actos inhumanos cometidos contra población 
civil antes de la guerra o durante la misma; la persecución por motivos políticos, raciales 
o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean competencia del tribunal o en 
relación con los mismos, constituyan o no una vulneración de la legislación interna de 
país donde se perpetraron.

21  Cfr. united states nuremberg Military tribunal, united states v. ohlendort, 15 
I.L.r. 656 (1948); united states v. alstotter (1948 Justice Case), in trials of War Crimi-
nals before the nuremberg Military tribunals under Control Council Law no. 10 Vol. 
III 956 (U.S. Gov. Printing Office 1951); History of the U.N. War Crimes Commission 
and the Development of the Laws of War complied by the u.n. War Crimes Commission 
(1948); Cfr. o.n.u., Principios de Derecho Internacional reconocidos en el estatuto del 
tribunal de nuremberg y la sentencia del tribunal. adoptado por la Comisión de Dere-
cho Internacional de las naciones unidas en el año 1950, u.n. Doc. a/1316 (1950), part 
III, párr. 123; artículo I.b de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes 
de guerra y de los crímenes de la humanidad, adoptada por la asamblea general de las 
naciones unidas en su resolución 2391 (XXIII) de 25 de noviembre de 1968.

22  Cfr. tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, caso Prosecutor v. Dusko 
Tadic, It-94-1-t, opinion and Judgement, May 7, 1997, at para. 649. esto fue posterior-
mente confirmado por el mismo tribunal en Prosecutor v. Kupreskic, et al, It-95-16-t, 
Judgement, January 14, 2000, at para. 550, y Prosecutor v. Kordic and Cerkez, It-95-
14/2-t, Judgement, February 26, 2001, at para. 178.
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nuremberg”), el cual tenía jurisdicción para juzgar los crímenes estable-
cidos en el acuerdo de Londres, indicó que la estatuto de nuremberg 
“es la expresión de derecho internacional existente en el momento de su 
creación; y en esa extensión es en sí mismo una contribución al derecho 
internacional”.23 Con ello reconoció la existencia de una costumbre inter-
nacional, como una expresión del derecho internacional, que proscribía 
esos crímenes.

98. La prohibición de crímenes contra la humanidad, incluido el asesi-
nato, fue además corroborada por las naciones unidas. el 11 de diciem-
bre de 1946 la Asamblea General confirmó “los principios de Derecho 
Internacional reconocidos por el estatuto del tribunal de nuremberg y 
las sentencias de dicho tribunal”.24 asimismo, en 1947 la asamblea ge-
neral encargó a la Comisión de Derecho Internacional que “formulara los 
principios de derecho internacional reconocidos por el estatuto y por las 
sentencias del tribunal de nuremberg”.25 estos principios fueron adopta-
dos en 1950.26 Entre ellos, el Principio VI.c califica al asesinato como un 
crimen contra la humanidad. De igual forma, la Corte resalta que el artí-
culo 3o. común de los Convenios de ginebra de 1949, de los cuales Chile 
es parte desde 1950, también prohíbe el “homicidio en todas sus formas” 
de personas que no participan directamente en las hostilidades.

99. basándose en los párrafos anteriores, la Corte encuentra que hay 
amplia evidencia para concluir que en 1973, año de la muerte del señor 
almonacid arellano, la comisión de crímenes de lesa humanidad, incluido 
el asesinato ejecutado en un contexto de ataque generalizado o sistemático 
contra sectores de la población civil, era violatoria de una norma impera-

23  Cfr. trial of the Major War Criminals before the International Military tribunal, 
nuremberg, germany, (1947) at 218.

24  Cfr. O.N.U., Confirmación de los principios de Derecho Internacional reconocidos 
por el estatuto del tribunal de nuremberg adoptada por la asamblea general de las na-
ciones unidas en su resolución 95(I), Quincuagésima quinta reunión plenaria de 11 de 
diciembre de 1946. 

25  Cfr. o.n.u., Formulación de los principios reconocidos por el estatuto y por las 
sentencias del tribunal de nuremberg, adoptado por la de la asamblea general de las 
naciones unidas en su resolución 177 (II), 123ª sesión plenaria de 21 de noviembre de 
1947.

26  Cfr. o.n.u., Principios de Derecho Internacional reconocidos en el estatuto del 
tribunal de nuremberg y las sentencias del tribunal. adoptado por la Comisión de De-
recho Internacional de las naciones unidas en el año 1950 (a/Cn.4/34).
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tiva del derecho internacional. Dicha prohibición de cometer crímenes de 
lesa humanidad es una norma de ius cogens, y la penalización de estos crí-
menes es obligatoria conforme al derecho internacional general.

100. La Corte europea de Derechos Humanos también se pronunció 
en el mismo sentido en el caso Kolk y Kislyiy v. Estonia. en este caso los 
señores Kolk y Kislyiy cometieron crímenes de lesa humanidad en 1949 
y fueron juzgados y sancionados por ellos en las cortes de estonia en el 
año 2003. La Corte europea indicó que aún cuando los actos cometidos 
por esas personas pudieron haber sido legales por la ley doméstica que 
imperaba en ese entonces, las cortes de estonia consideraron que cons-
tituían crímenes de lesa humanidad bajo el derecho internacional al mo-
mento de su comisión, y que no encontraba motivo alguno para llegar a 
una conclusión diferente.27

27  Cfr. ECHR, Case Kolk and Kislyiy v. Estonia, Judgment of 17 January 2006. ap-
plications nos. 23052/04 and 24018/04.

[Los señores Kolk y Kislyiy] señalaron que los actos en relación a los cuales fueron 
condenados sucedieron en el año 1949 en el territorio de [la república socialista so-
viética de] estonia. en el momento material de los hechos era aplicable en el territorio 
de estonia el Código Criminal de 1946 de la república socialista Federal rusa. este 
código no incluía crímenes de lesa humanidad. La responsabilidad para crímenes de lesa 
humanidad no fue establecida en estonia sino hasta el 9 de noviembre de 1994 […].

La Corte observa, primero, que estonia perdió su independencia como consecuencia 
del Pacto de no agresión entre alemania y la unión de repúblicas socialistas soviéticas 
(también conocido como el “Pacto de Molotov-ribbentrop”), adoptado el 23 de agosto 
de 1939, y sus protocolos adicionales secretos. […] el régimen totalitario comunista de la 
unión soviética condujo acciones sistemáticas y a gran escala en contra de la población 
de estonia, incluyendo, por ejemplo, la deportación de cerca de 10.000 personas el 14 de 
junio de 1941 y más de 20.000 el 25 de marzo de 1949.

[…]
La Corte observa que la deportación de población civil estaba expresamente reconoc-

ida por el estatuto del tribunal de nuremberg de 1945 como un crimen de lesa humani-
dad (artículo 6 (c)). aun cuando el tribunal de nuremberg fue establecido para perse-
guir a los principales criminales de guerra de los países del eje europeo por los delitos 
cometidos antes o durante la segunda guerra Mundial, la Corte observa que la validez 
universal de los principios sobre los crímenes de lesa humanidad fueron confirmados 
subsiguientemente por, inter alia, la resolución no. 95 de la asamblea general de la 
organización de las naciones unidas (11 de diciembre de 1946) y luego por la Comisión 
de Derecho Internacional. Por consiguiente, la responsabilidad por crímenes de lesa hu-
manidad no puede ser limitada únicamente a nacionales de algunos países y únicamente a 
actos cometidos en el marco temporal de la segunda guerra Mundial. […]

[…]
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101. Por otra lado, esta Corte enfatiza que para el año 1998, cuando 
se confirmó la aplicación del Decreto Ley No. 2.191 en el presente caso 
(supra párr. 82.21), ya se habían adoptado los estatutos de los tribunales 
Penales Internacionales para la ex Yugoslavia (25 de mayo de 1993) y 
ruanda (9 de noviembre de 1994), cuyos artículos 5o. y 3o., respectiva-
mente, reafirman que el asesinato constituye un grave crimen de derecho 
internacional. este criterio fue corroborado por el artículo 7o. del estatu-
to de roma (17 de julio de 1998) que creó la Corte Penal Internacional.

102. ahora bien, corresponde al tribunal analizar si las circunstancias 
en que se produjo la muerte del señor almonacid arellano podrían cons-
tituir un crimen de lesa humanidad, conforme fuera definido para el año 
1973 (supra párr. 99).

103. Como se desprende del capítulo de Hechos Probados (supra párr. 
82.3 a 82.7), desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 10 de marzo de 
1990 gobernó en Chile un dictadura militar que dentro de una política de 
estado encaminada a causar miedo, atacó masiva y sistemáticamente a 
sectores de la población civil considerados como opositores al régimen, 
mediante una serie de graves violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional, entre las que se cuentan al menos 3.197 víctimas 
de ejecuciones sumarias y desapariciones forzadas, y 33.221 detenidos, 
de quienes una inmensa mayoría fue víctima de tortura (supra párr. 82.5). 
De igual forma, la Corte tuvo por probado que la época más violenta de 
todo este período represivo correspondió a los primeros meses del go-
bierno de facto. Cerca del 57% de todas las muertes y desapariciones, y el 
61% de las detenciones ocurrieron en los primeros meses de la dictadura. 

La Corte observa que aun cuando los actos cometidos por [los señores Kolk y Kis-
lyiy] pudieron haber sido considerados lícitos bajo las leyes soviéticas en ese momento, 
las cortes de estonia los consideraron bajo el derecho internacional como crímenes de 
lesa humanidad, en el momento de su comisión. La Corte no ve razón para llegar a una 
conclusión diferente. […] Por lo tanto, la Corte considera que las alegaciones de los recu-
rrentes no tienen bases suficientes para señalar que sus actos no constituían crímenes de 
lesa humanidad en el momento de su consumación […].

además, ninguna prescripción limitante es aplicable a los crímenes de lesa humani-
dad, independientemente de la fecha de su comisión. […] La Corte no encuentra razón 
alguna para poner en duda la interpretación y aplicación de la ley doméstica que las cortes 
de estonia efectuaron a la luz del derecho internacional pertinente. en conclusión se tiene 
que [las] alegaciones [de los peticionarios] son manifiestamente infundadas y deben ser 
rechazadas.
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La ejecución del señor almonacid arellano precisamente se produjo en 
esa época.

104. En vista de lo anterior, la Corte considera que existe suficiente 
evidencia para razonablemente sostener que la ejecución extrajudicial 
cometida por agentes estatales en perjuicio del señor almonacid arella-
no, quien era militante del Partido Comunista, candidato a regidor del 
mismo partido, secretario provincial de la Central unitaria de trabaja-
dores y dirigente gremial del Magisterio (sute), todo lo cual era consi-
derado como una amenaza por su doctrina, cometida dentro de un patrón 
sistemático y generalizado contra la población civil, es un crimen de lesa 
humanidad.

b) Imposibilidad de amnistiar los crímenes de lesa humanidad 
(corpus iuris del Derecho Internacional, los crímenes de lesa 
humanidad son graves violaciones de derechos humanos,  
las leyes que otorgan amnistía por crímenes de lesa  
humanidad violan la Convención Americana, impunidad)

105. según el corpus iuris del Derecho Internacional, un crimen de 
lesa humanidad es en sí mismo una grave violación a los derechos huma-
nos, y afecta a la humanidad toda. en el caso Prosecutor v. erdemovic el 
tribunal Internacional para la ex Yugoslavia indicó que

[l]os crímenes de lesa humanidad son serios actos de violencia que dañan 
a los seres humanos al golpear lo más esencial para ellos: su vida, su liber-
tad, su bienestar físico, su salud y/o su dignidad. son actos inhumanos que 
por su extensión y gravedad van más allá de los límites de lo tolerable para 
la comunidad internacional, la que debe necesariamente exigir su castigo. 
Pero los crímenes de lesa humanidad también trascienden al individuo, 
porque cuando el individuo es agredido, se ataca y se niega a la humanidad 
toda. Por eso lo que caracteriza esencialmente al crimen de lesa humani-
dad es el concepto de la humanidad como víctima.28

28  Cfr. tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Prosecutor v. Erdemovic, 
Case no. It-96-22-t, sentencing Judgment, november 29, 1996, at para. 28.

Crimes against humanity are serious acts of violence which harm human beings by 
striking what is most essential to them: their life, liberty, physical welfare, health, and 
or dignity. they are inhumane acts that by their extent and gravity go beyond the limits 
tolerable to the international community, which must perforce demand their punishment. 
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106. al ser el individuo y la humanidad las víctimas de todo crimen 
de lesa humanidad, la asamblea general de las naciones desde 194629 
ha sostenido que los responsables de tales actos deben ser sancionados. 
resaltan al respecto las resoluciones 2583 (XXIV) de 1969 y 3074 (XX-
VIII) de 1973 […]

107. Igualmente, las resoluciones 827 y 955 del Consejo de seguri-
dad de las naciones unidas,30 junto con los estatutos de los tribunales 
para exYugoslavia (artículo 29) y ruanda (artículo 28), imponen una 
obligación a todos los estados miembros de las naciones unidas de co-
operar plenamente con los tribunales en la investigación y persecución 
de personas acusadas de haber cometido serias violaciones de Derecho 
Internacional, incluidos crímenes contra la humanidad. asimismo, el 
secretario general de las naciones unidas ha señalado que en vista de 
las normas y los principios de las naciones unidas, los acuerdos de paz 

but crimes against humanity also transcend the individual because when the individual 
is assaulted, humanity comes under attack and is negated. It is therefore the concept of 
humanity as victim which essentially characterises crimes against humanity.

29  Cfr. o.n.u., extradición y castigo de criminales de guerra, adoptada por la asam-
blea general de las naciones unidas en su resolución 3 (I) del 13 de febrero de 1946; 
Confirmación de los principios de derecho internacional reconocidos por el Estatuto del 
tribunal de nuremberg, adoptada por la asamblea general de las naciones unidas en 
su resolución 95 (I) del 11 de diciembre de 1946; extradición de delincuentes de guerra 
y traidores, adoptado por la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 
170 (II) del 31 de octubre de 1947; Cuestión del Castigo de los criminales de guerra y de 
las personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad, adoptado por la asamblea 
general de las naciones unidas en su resolución 2338 (XXII) del 18 de diciembre de 
1967; Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crí-
menes de la humanidad, adoptada por la asamblea general de las naciones unidas en 
su resolución 2391 (XXIII) del 25 de noviembre de 1968; Cuestión del castigo de los 
criminales de guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa Humanidad, 
adoptada por la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2712 (XXV) 
del 14 de diciembre de 1970; Cuestión del castigo de los criminales de guerra y de las 
personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad, adoptada por la asamblea 
general de las naciones unidas en su resolución 2840 (XXVI) del 18 de diciembre de 
1971, y Prevención del delito y la lucha contra la delincuencia, adoptada por la asamblea 
general de las naciones unidas en su resolución 3020 (XXVII) del 18 de diciembre de 
1972.

30  Cfr. o.n.u., resolución del Consejo de seguridad, s/res/827 para el estableci-
miento del tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia del 25 de marzo de 1993; 
y resolución del Consejo de seguridad, s/res/955 para el establecimiento del tribunal 
Penal Internacional para ruanda del 8 de noviembre de 1994.
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aprobados por ella nunca pueden prometer amnistías por crímenes de 
lesa humanidad.31

108. La adopción y aplicación de leyes que otorgan amnistía por crí-
menes de lesa humanidad impide el cumplimiento de las obligaciones 
señaladas […]

110. La obligación conforme al derecho internacional de enjuiciar y, 
si se les declara culpables, castigar a los perpetradores de determinados 
crímenes internacionales, entre los que se cuentan los crímenes de lesa 
humanidad, se desprende de la obligación de garantía consagrada en el 
artículo 1.1 de la Convención americana. esta obligación implica el de-
ber de los estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, 
en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el 
ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 
jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como 
consecuencia de esta obligación los estados deben prevenir, investigar y 
sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención 
y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho con-
culcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la vio-
lación de los derechos humanos. si el aparato del estado actúa de modo 
que tal violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posi-
ble, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha 
incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas 
sujetas a su jurisdicción.32

111. Los crímenes de lesa humanidad producen la violación de una se-
rie de derechos inderogables reconocidos en la Convención americana, 
que no pueden quedar impunes. en reiteradas oportunidades el tribunal 
ha señalado que el estado tiene el deber de evitar y combatir la impuni-
dad, que la Corte ha definido como “la falta en su conjunto de investi-
gación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los respon-
sables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención 

31  Cfr. o.n.u., Informe del secretario general sobre el estado de derecho y la justicia 
de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos, S/2004/616 del 3 de 
agosto de 2004, párr. 10.

32  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, sentencia del 29 de julio de 1988, serie C, no. 
4, párr. 166, y Caso Godínez Cruz, sentencia del 20 de enero de 1989, serie C, no. 5, 
párr. 175.
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americana”.33 asimismo, la Corte ha determinado que la investigación 
debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y la investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y castigo de todos los responsables intelectuales y mate-
riales de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involu-
crados agentes estatales.34 al respecto, este tribunal ha señalado que no 
pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso 
dado, resulten ilusorios.35

112. este tribunal ya había señalado en el Caso Barrios Altos que

son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de 
prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las 
violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las eje-
cuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, 
todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos 
por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.36

114. Por las consideraciones anteriores, la Corte estima que los esta-
dos no pueden sustraerse del deber de investigar, determinar y sancionar 
a los responsables de los crímenes de lesa humanidad aplicando leyes 
de amnistía u otro tipo de normativa interna. Consecuentemente, los crí-
menes de lesa humanidad son delitos por los que no se puede conceder 
amnistía.

33  Cfr. Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 299; Caso de la “Ma-
sacre de Mapiripán”, sentencia del 15 de septiembre de 2005, serie C, no. 134, párr. 
237; Caso de la Comunidad Moiwana, sentencia del 15 de septiembre de 2005, serie C, 
no. 134, párr. 203. 

34  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 148; Caso Baldeón García, supra 
nota 13, párr. 94; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, sentencia de 31 de enero de 
2006, serie C, no. 140, párr. 143.

35  Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 13, párr. 144; Caso 19 Comerciantes, sen-
tencia de 5 de julio de 2004, serie C, no. 109, párr. 192; y Caso Baena Ricardo y otros. 
Competencia, sentencia del 28 de noviembre de 2003, serie C, no. 104, párr. 77.

36  Cfr. Caso Barrios Altos, sentencia del 14 de marzo de 2001, serie C, no. 75. Párr. 41.
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c) La vigencia del Decreto Ley No. 2.191 a partir del 21  
de agosto de 1990 (adecuación del derecho interno  
a la Convención como obligación de garantía efectiva,  
leyes de amnistía carecen de efectos jurídicos)

115. Ya que se ha establecido que el crimen cometido en contra del 
señor almonacid arellano es un crimen de lesa humanidad, y que los 
crímenes de lesa humanidad no pueden ser amnistiados, corresponde al 
tribunal analizar si el Decreto Ley no. 2.191 amnistía ese crimen y si, de 
darse ese supuesto, el estado ha dejado de cumplir su obligación derivada 
del artículo 2o. de la Convención por mantener vigente esa normativa.

117. Esta Corte ha afirmado en varias oportunidades que
118. a la luz del artículo 2o. de la Convención, tal adecuación implica 

la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: i) la supresión de las 
normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las 
garantías previstas en la Convención, y ii) la expedición de normas y el 
desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías.37 Es necesario reafirmar que la obligación de la primera ver-
tiente sólo se satisface cuando efectivamente se realiza la reforma.38

119. Leyes de amnistía con las características descritas (supra párr. 
116) conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la 
impunidad de los crímenes de lesa humanidad, por lo que son manifiesta-
mente incompatibles con la letra y el espíritu de la Convención americana 
e indudablemente afectan derechos consagrados en ella. ello constituye 
per se una violación de la Convención y genera responsabilidad interna-
cional del estado.39 en consecuencia, dada su naturaleza, el Decreto Ley 
no. 2.191 carece de efectos jurídicos y no puede seguir representando un 
obstáculo para la investigación de los hechos que constituyen este caso, 

37  Cfr. Caso Garrido y Bigorra. Reparaciones (art. 63. 1 Convención americana so-
bre Derechos Humanos), sentencia del 27 de agosto de 1998, serie C, no. 39, párr. 68; 
Caso baena ricardo y otros, sentencia del 12 de febrero de 2001, serie C, no. 72, párr. 
179

38  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 83; Caso Gómez Palomino, senten-
cia del 22 de noviembre de 2005, serie C, no. 136, párr. 91; y Caso de la Masacre de 
Mapiripán, supra nota 33, párr. 109. 

39  Cfr. Caso Raxcacó Reyes, sentencia del 15 de septiembre de 2005, serie C, no. 
133. párr. 87; Caso Comunidad indígena Yakye Axa, supra nota 5, párr. 100; y Caso Cae-
sar, sentencia del 11 de marzo de 2005, serie C, no. 123, párrs. 91 y 93. 
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ni para la identificación y el castigo de los responsables, ni puede tener 
igual o similar impacto respecto de otros casos de violación de los dere-
chos consagrados en la Convención americana acontecidos en Chile.40

120. Por otro lado, si bien la Corte nota que el Decreto Ley no. 2.191 
otorga básicamente una autoamnistía, puesto que fue emitido por el pro-
pio régimen militar, para sustraer de la acción de la justicia principalmen-
te sus propios crímenes, recalca que un estado viola la Convención ame-
ricana cuando dicta disposiciones que no están en conformidad con las 
obligaciones dentro de la misma; el hecho de que esas normas se hayan 
adoptado de acuerdo con el ordenamiento jurídico interno o contra él, “es 
indiferente para estos efectos”.41 en suma, esta Corte, más que al proceso 
de adopción y a la autoridad que emitió el Decreto Ley no. 2.191, atiende 
a su ratio legis: amnistiar los graves hechos delictivos contra el derecho 
internacional cometidos por el régimen militar.

121.  El Estado, desde que ratificó la Convención Americana el 21 de 
agosto de 1990, ha mantenido vigente el Decreto Ley no. 2.191 por 16 
años, en inobservancia de las obligaciones consagradas en aquella. Que 
tal Decreto Ley no esté siendo aplicado por el Poder Judicial chileno en 
varios casos a partir de 1998, si bien es un adelanto significativo y la 
Corte lo valora, no es suficiente para satisfacer las exigencias del artículo 
2o. de la Convención en el presente caso. en primer lugar porque, con-
forme a lo señalado en los párrafos anteriores, el artículo 2o. impone una 
obligación legislativa de suprimir toda norma violatoria a la Convención 
y, en segundo lugar, porque el criterio de las cortes internas puede cam-
biar, decidiéndose aplicar nuevamente una disposición que para el orde-
namiento interno permanece vigente.

122.  Por tales razones, la Corte encuentra que el estado ha incumpli-
do con los deberes impuestos por el artículo 2o. de la Convención ame-
ricana, por mantener formalmente dentro de su ordenamiento un Decreto 
Ley contrario a la letra y espíritu de la misma.

40  Cfr. Caso Barrios Altos. Interpretación de la Sentencia de Fondo. (art. 67 Conven-
ción americana sobre Derechos Humanos), sentencia del 3 de septiembre de 2001, serie 
C, no. 83, párr. 18.

41  Cfr. Caso Barrios Altos, supra nota 36, párr. 44. 
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d) La aplicación del Decreto Ley No. 2.191 (responsabilidad  
del Estado por actos del poder judicial, “control  
de convencionalidad”, leyes de amnistía violan  
los artículos 8, 25 y 1.1. de la Convención)

123. La descrita obligación legislativa del artículo 2o. de la Conven-
ción tiene también la finalidad de facilitar la función del Poder Judicial 
de tal forma que el aplicador de la ley tenga una opción clara de cómo re-
solver un caso particular. sin embargo, cuando el Legislativo falla en su 
tarea de suprimir y/o no adoptar leyes contrarias a la Convención ame-
ricana, el Judicial permanece vinculado al deber de garantía establecido 
en el artículo 1.1 de la misma y, consecuentemente, debe abstenerse de 
aplicar cualquier normativa contraria a ella. el cumplimiento por parte de 
agentes o funcionarios del estado de una ley violatoria de la Convención 
produce responsabilidad internacional del estado, y es un principio bási-
co del derecho de la responsabilidad internacional del estado, recogido 
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en el sentido de 
que todo estado es internacionalmente responsable por actos u omisiones 
de cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de los derechos 
internacionalmente consagrados, según el artículo 1.1 de la Convención 
americana.42

124. La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las dis-
posiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, 
sus jueces, como parte del aparato del estado, también están sometidos 
a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de 
la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias 
a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En 
otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 
convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los 
casos concretos y la Convención americana sobre Derechos Humanos. 
en esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 

42  Cfr. Ciertas Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 Convención americana sobre Derechos Humanos), 
opinión Consultiva oC-13/93 del 16 de julio de 1993. serie a, no. 13, párr. 26.
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tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención americana.

125.  en esta misma línea de ideas, esta Corte ha establecido que 
“[s]egún el derecho internacional las obligaciones que éste impone deben 
ser cumplidas de buena fe y no puede invocarse para su incumplimiento 
el derecho interno”.43 Esta regla ha sido codificada en el artículo 27 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los tratados de 1969.

126. en el presente caso, el Poder Judicial aplicó el Decreto Ley no. 
2.191 (supra párr. 82.20 y 82.21), lo que tuvo como efecto inmediato 
el cese de las investigaciones y el archivo del expediente, dejando en la 
impunidad a los responsables de la muerte del señor almonacid arella-
no. De acuerdo a lo anterior, se impidió a los familiares que ejercieran el 
derecho a ser oídos por un tribunal competente, independiente e impar-
cial, a través de un recurso efectivo y adecuado que repare las violacio-
nes cometidas en perjuicio de su ser querido y les permitiera conocer la 
verdad.

127. Conforme a la jurisprudencia de este tribunal,

a la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2o. 
de la Convención americana, los estados Partes tienen el deber de tomar 
las providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protec-
ción judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en 
los términos de los artículos 8o. y 25 de la Convención. es por ello que los 
estados Partes en la Convención que adopten leyes que tengan este efecto, 
como lo son las leyes de autoamnistía, incurren en una violación de los 
artículos 8o. y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2o. de la Con-
vención. Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las vícti-
mas y a la perpetuación de la impunidad, por lo que son manifiestamente 
incompatibles con la letra y el espíritu de la Convención americana. este 
tipo de leyes impide la identificación de los individuos responsables de 
violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y 
el acceso a la justicia e impide a las víctimas y a sus familiares conocer la 
verdad y recibir la reparación correspondiente44.

43  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 172; y Caso Baldeón García, supra 
nota 13, párr. 140.

44  Cfr. Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Viola-
torias de la Convención (Arts. 1 y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos), 
opinión Consultiva oC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, serie a, no. 14, párr. 35.
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128. Por lo tanto, la Corte considera que la aplicación del Decreto Ley 
no. 2.191 desconoció los deberes impuestos por el artículo 1.1 de la Con-
vención americana en violación de los derechos de la señora elvira del 
rosario gómez olivares y de los señores alfredo, alexis y José Luis al-
monacid gómez consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, 
de todo lo cual Chile es internacionalmente responsable.

129. el tribunal, como conclusión de todo lo señalado […] considera 
que el asesinato del señor almonacid arellano formó parte de una polí-
tica de estado de represión a sectores de la sociedad civil, y representa 
sólo un ejemplo del gran conjunto de conductas ilícitas similares que se 
produjeron durante esa época. el ilícito cometido en contra del señor 
almonacid arellano no puede amnistiarse conforme a las reglas básicas 
del derecho internacional, puesto que constituye un crimen de lesa hu-
manidad. el estado incumplió su obligación de adecuar su derecho in-
terno a efectos de garantizar los derechos establecidos en la Convención 
americana, porque mantuvo y mantiene en vigencia el Decreto Ley no. 
2.191, el que no excluye a los crímenes de lesa humanidad de la amnistía 
general que otorga. Finalmente, el estado violó el derecho a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, e incumplió con su deber de garan-
tía, en perjuicio de los familiares del señor almonacid arellano, porque 
aplicó el Decreto Ley no. 2.191 al presente caso.

b) Respecto a la jurisdicción militar (alcance restrictivo  
y excepcional de la jurisdicción penal militar; tribunal  
competente, independiente e imparcial)

130. La Convención americana en su artículo 8.1 establece que toda 
persona tiene el derecho de ser oída por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial. así, esta Corte ha señalado que “toda persona 
sujeta a un juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del estado de-
berá contar con la garantía de que dicho órgano sea imparcial y actúe en 
los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento 
y la resolución del caso que se le somete”.45

131. el tribunal ha establecido que en un estado democrático de de-
recho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y 

45  Cfr. Caso Barrios Altos, supra nota 36, párr. 43.
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excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos es-
peciales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas 
militares. Por ello, sólo se debe juzgar a militares por la comisión de de-
litos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos 
propios del orden militar.46 al respecto, la Corte ha dicho que “[c]uando 
la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer 
la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, 
el debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al 
propio derecho de acceso a la justicia.47

132. en el presente caso, la Corte ha encontrado probado que el 27 
de septiembre de 1996 el segundo Juzgado Militar de santiago solici-
tó al Primer Juzgado del Crimen de rancagua que se inhibiera de se-
guir conociendo la causa porque las personas investigadas al momento 
en que ocurrieron los hechos estaban sujetas al fuero militar (supra párr. 
82.16). Como resultado de lo anterior, la Corte suprema chilena resolvió 
el conflicto de competencia a favor de la Jurisdicción Militar (supra párr. 
82.17), la que finalmente concluyó las investigaciones del presente caso 
aplicando el Decreto Ley de autoamnistía (supra párr. 82.20 y 82.21).

133. en vista de lo anterior, la Corte declara que el estado violó el 
artículo 8.1 de la Convención americana, en conjunto con el artículo 1.1 
de la misma, por otorgar competencia a la jurisdicción militar para que 
conozca el presente caso, ya que ésta no cumple con los estándares de 
competencia, independencia e imparcialidad anteriormente expuestos.

c) rEparacionEs

Obligación de reparar (aplicación del Artículo 63.1  
de la Convención Americana) (consideraciones generales,  
restitutio in integrum)

134. De conformidad con el análisis realizado en el capítulo prece-
dente, la Corte declaró que Chile es responsable por la violación de los 

46  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 12. párr. 169; y Caso del Tribunal Constitu-
cional, sentencia del 31 de enero de 2001, serie C, no. 71, párr. 77. 

47  Cfr Caso Palamara Iribarne, sentencia del 22 de noviembre de 2005, serie C, no. 
135, párr. 124; Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 33, párr. 202; y Caso 19 
Comerciantes, supra nota 35, párr. 165.
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derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención ame-
ricana, y por el incumplimiento de las obligaciones que se derivan de 
los artículos 1.1 y 2o. del mismo instrumento internacional. La Corte ha 
establecido, en varias ocasiones, que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo 
adecuadamente48. […]

135. tal como lo ha señalado la Corte, el artículo 63.1 de la Conven-
ción Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre la responsabilidad de los estados. De esta manera, al producirse un 
hecho ilícito imputable a un estado, surge de inmediato la responsabili-
dad internacional de éste por la violación de la norma internacional de 
que se trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.49

136. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitu-
ción (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la 
situación anterior a la violación. De no ser esto posible, cabe al tribunal 
internacional determinar una serie de medidas para que, además de garan-
tizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen las consecuencias 
que produjeron las infracciones y se establezca el pago de una indem-
nización como compensación por los daños ocasionados. es necesario 
añadir las medidas de carácter positivo que el estado debe adoptar para 
asegurar que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el pre-
sente caso. La obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos 
(alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) 
por el Derecho Internacional, no puede ser modificada o incumplida por 
el estado obligado, invocando disposiciones de su derecho interno.50

48  Cfr. Caso Palamara Iribarne, supra nota 47, párr. 143; Caso 19 Comerciantes, 
supra nota 35, párr. 167; y Caso Las Palmeras, sentencia del 6 de diciembre de 2001, 
serie C, no. 90, párr. 52. 

49  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, sentencia del 5 de julio de 2006, serie C, 
no. 150, párr. 115; Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 207; y Caso de las Ma-
sacres de Ituango, supra nota 13, párr. 345. 

50  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 116; Caso Ximenes Lopes, 
supra nota 13, párr. 208; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 346.
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137. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medi-
das que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometi-
das. su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos 
tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni 
enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores.51

a) Beneficiarios (parte lesionada)

143. en los términos del artículo 63.1 de la Convención americana, 
la Corte considera como “parte lesionada” a la [esposa e hijos del señor 
almonacid arellano] en su carácter de víctimas de las violaciones deta-
lladas […].

144. ahora, la Corte procede a determinar las medidas de reparación 
que estime oportunas para el presente caso. Para ello, primero se referi-
rá a aquellas medidas que más se acerquen a la restitutio in integrum de 
las violaciones declaradas en esta sentencia, a saber: la adecuación del 
derecho interno a la Convención americana y la obligación del estado 
de continuar con las investigaciones del presente caso, identificar, juzgar 
y sancionar a los responsables; medidas que además forman parte de las 
garantías de no repetición de hechos lesivos a los derechos humanos. 
en segundo lugar, la Corte se referirá a la compensación económica por 
los daños materiales e inmateriales que la Comisión y los representantes 
alegan que los beneficiarios sufrieron a consecuencia de los hechos del 
presente caso. Finalmente, la Corte ordenará la publicación de esta sen-
tencia como una medida de reparación del daño inmaterial.

b) Adecuación del derecho interno a la Convención Americana  
y obligación del Estado de continuar con las investigaciones  
del presente caso, identificar, juzgar y, en su caso, sancionar  
a los responsables (anulación de los efectos jurídicos  
de procesos internos, derecho a la verdad, los crímenes  
de lesa humanidad son imprescriptibles de acuerdo  
con el ius cogens, principio de non (ne) bis in idem,  
cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”)

51  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 117; Caso Ximenes Lopes, 
supra nota 13, párr. 209; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 347.



Caso aLMonaCID areLLano Y otros. CHILe648

145. Como fue detallado en el párrafo 119 de la presente sentencia, 
la Corte dispone que, al pretender amnistiar a los responsables de deli-
tos de lesa humanidad, el Decreto Ley no. 2.191 es incompatible con 
la Convención americana y, por tanto, carece de efectos jurídicos; en 
consecuencia, el estado debe: i) asegurar que no siga representando un 
obstáculo para la investigación de la ejecución extrajudicial del señor 
Almonacid Arellano y para la identificación y, en su caso, sanción de los 
responsables, y ii) asegurar que el Decreto Ley no. 2.191 no siga repre-
sentando un obstáculo para la investigación, juzgamiento y, en su caso, 
sanción de los responsables de otras violaciones similares acontecidas en 
Chile.

146. el tribunal ha establecido que el estado violó los derechos con-
tenidos en los artículos 8o. y 25 de la Convención americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora elvira del rosa-
rio gómez olivares y los señores alfredo, alexis y José Luis almonacid 
gómez. esta violación se produjo por dos causas: i) el otorgamiento de 
competencia a la jurisdicción militar para que conociera el caso por la 
muerte del señor almonacid arellano, y ii) por la aplicación del Decreto 
Ley no. 2.191. La primera violación fue producto de la resolución de la 
Corte suprema de 5 de diciembre de 1996 (supra párr. 82.17), mientras 
que la segunda fue consecuencia de las sentencias de 28 de enero de 1997 
del segundo Juzgado Militar de santiago (supra párr. 82.20) y de 25 de 
marzo de 1998 de la Corte Marcial (supra párr. 82.21).

147. en vista de lo anterior, este tribunal dispone que el estado debe 
dejar sin efecto las citadas resoluciones y sentencias emitidas en el orden 
interno, y remitir el expediente a la justicia ordinaria, para que dentro de 
un procedimiento penal se identifique y sancione a todos los responsables 
de la muerte del señor almonacid arellano.

148. La Corte ha establecido con anterioridad que el derecho a la ver-
dad se encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a 
obtener de los órganos competentes del estado el esclarecimiento de los 
hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de 
la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8o. y 25 
de la Convención.52

52  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 118; Caso Ximenes Lopes, 
supra nota 13, párr. 210; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 348.
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150. […] [L]a Corte considera pertinente precisar que la “verdad his-
tórica” contenida en los informes de las Comisiones [de la verdad] no 
puede sustituir la obligación del estado de lograr la verdad a través de 
los procesos judiciales. en tal sentido, los artículos 1.1, 8o. y 25 de la 
Convención protegen la verdad en su conjunto, por lo que Chile tiene el 
deber de investigar judicialmente los hechos referentes a la muerte del 
señor almonacid arellano, atribuir responsabilidades y sancionar a todos 
quienes resulten partícipes.

151. el estado no podrá argüir ninguna ley ni disposición de derecho 
interno para eximirse de la orden de la Corte de investigar y sancionar pe-
nalmente a los responsables de la muerte del señor almonacid arellano. 
Chile no podrá volver a aplicar el Decreto Ley no. 2.191, por todas las 
consideraciones dadas en la presente sentencia, en especial las conteni-
das en el párrafo 145. Pero además, el estado no podrá argumentar pres-
cripción, irretroactividad de la ley penal, ni el principio ne bis in idem, 
así como cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse 
de su deber de investigar y sancionar a los responsables.

152. en efecto, por constituir un crimen de lesa humanidad, el de-
lito cometido en contra del señor almonacid arellano, además de ser 
inamnistiable, es imprescriptible. Como se señaló en los párrafos 105 y 
106 de esta sentencia, los crímenes de lesa humanidad van más allá de 
lo tolerable por la comunidad internacional y ofenden a la humanidad 
toda. el daño que tales crímenes ocasionan permanece vigente para la 
sociedad nacional y para la comunidad internacional, las que exigen la 
investigación y el castigo de los responsables. en este sentido, la Con-
vención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los 
crímenes de lesa humanidad53 claramente afirmó que tales ilícitos inter-
nacionales “son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en que se 
hayan cometido”.

153. Aún cuando Chile no ha ratificado dicha Convención, esta Corte 
considera que la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad 
surge como categoría de norma de Derecho Internacional general (ius 
cogens), que no nace con tal Convención sino que está reconocida en 

53  Cfr. Caso Barrios Altos, supra nota 36, párr. 48. Caso Bámaca Vélasquez, senten-
cia del 25 de noviembre de 2000, serie C, no. 70, párr. 201.
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ella. Consecuentemente, Chile no puede dejar de cumplir esta norma im-
perativa.

154. en lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un dere-
cho humano reconocido en el artículo 8.4 de la Convención americana, 
no es un derecho absoluto y, por tanto, no resulta aplicable cuando: i) la 
actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absol-
ver al responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho 
internacional obedeció al propósito de sustraer al acusado de su respon-
sabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido independiente o im-
parcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) 
no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la justi-
cia.54 una sentencia pronunciada en las circunstancias indicadas produce 
una cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”55. Por otro lado, esta Corte 
considera que si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir 
la determinación de los responsables de violaciones a los derechos hu-
manos, y más aún, de los responsables de crímenes de lesa humanidad, 
pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe un sentencia 
absolutoria en calidad de cosa juzgada, puesto que las exigencias de la 
justicia, los derechos de las víctimas y la letra y espíritu de la Convención 
americana desplaza la protección del ne bis in idem.

155. en el presente caso, se cumplen dos de los supuestos señalados. 
en primer lugar, la causa fue llevada por tribunales que no guardaban 
la garantía de competencia, independencia e imparcialidad. en segundo 
lugar, la aplicación del Decreto Ley no. 2.191 consistió en sustraer a los 
presuntos responsables de la acción de la justicia y dejar el crimen come-
tido en contra del señor almonacid arellano en la impunidad. en conse-
cuencia, el estado no puede auxiliarse en el principio de ne bis in idem, 
para no cumplir con lo ordenado por la Corte (supra párr. 147).

156. Por otro lado, el estado, para cumplir con su deber investigativo, 
debe garantizar que todas las instituciones públicas brinden las facilida-

54  adoptada por la asamblea general de las naciones unidas en su resolución 2391 
(XXIII) del 26 de noviembre de 1968. entró en vigor el 11 de noviembre de 1970. 

55  Cfr. Cfr. o.n.u., estatuto de roma de la Corte Penal Internacional, aprobado por 
la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las naciones unidas sobre el esta-
blecimiento de una corte penal internacional, u.n. Doc. a/ConF.183/9, 17 de julio de 
1998, art. 20; estatuto del tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, s/res/827, 
1993, art. 10, y estatuto del tribunal Penal Internacional para ruanda, s/res/955, 8 del 
noviembre de 1994, art. 9. 



Caso aLMonaCID areLLano Y otros. CHILe 651

des necesarias al tribunal ordinario que conocerá el caso del señor almo-
nacid arellano (supra párr. 147) y, en consecuencia, deberán remitirle la 
información y documentación que les solicite, llevar a su presencia a las 
personas que éste requiera y realizar las diligencias que les ordene.

157. Finalmente, el estado debe asegurar que la [esposa e hijos del 
señor almonacid arellano] tengan pleno acceso y capacidad de actuar en 
todas las etapas e instancias de dichas investigaciones, de acuerdo con la 
ley interna y las normas de la Convención americana.56 Los resultados de 
las investigaciones deberán ser públicamente divulgados por el estado, 
de manera tal que la sociedad chilena pueda conocer la verdad acerca de 
los hechos del presente caso.57

C) Daño material e inmaterial (consideraciones generales,  
no se probó daño material, valoración de la política  
de reparación del Estado, no se ordena pago por compensación 
de daño inmaterial, la sentencia constituye per se una forma  
de reparación, publicación de la sentencia)

158. el daño material supone la pérdida o detrimento de los ingresos, 
los gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de 
carácter pecuniario que tengan un nexo causal con las violaciones.58 el 
daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las afliccio-
nes causados a las víctimas de violaciones de derechos humanos y a sus 
allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las per-
sonas o sus condiciones de existencia.59

160. Las violaciones declaradas en esta Sentencia se refieren a la de-
negación de justicia que sufrieron los familiares del señor almonacid 

56  Cfr. Caso Carpio Nicolle y otros, sentencia del 22 de noviembre de 2004, serie C, 
no. 117, párr. 131.

57  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 139; Caso Baldeón Gar-
cía, supra nota 13, párr. 199; y Caso de Blanco Romero y otros, sentencia del 28 de 
noviembre de 2005, serie C, no. 138, párr. 97. 

58  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 139; Caso Baldeón Gar-
cía, supra nota 13, párr. 199; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 138, 
párr. 267. 

59  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 13, párr. 220; Caso Baldeón García, supra 
nota 13, párr. 183; y Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, sentencia del 29 de mar-
zo de 2006, serie C, no. 146, párr. 216. 
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arellano y el incumplimiento del estado de sus deberes generales con-
sagrados en los artículos 1.1 y 2o. de la Convención americana. Con-
secuentemente, las reparaciones que se dictan en esta instancia deben 
referirse únicamente a estos aspectos y no a aquellos sobre los cuales la 
Corte no se ha pronunciado por falta de competencia ratione temporis. 
ni el representante ni la Comisión han presentado argumentos ni pruebas 
que demuestren que las violaciones declaradas en la presente sentencia 
produjeron un daño material. En vista de ello, la Corte no fijará indemni-
zación por este concepto.

161. en lo referente al daño inmaterial, este tribunal reconoce que las 
víctimas del presente caso sufrieron por la denegación de justicia pro-
ducto de los hechos que se analizaron en los capítulos anteriores. De 
igual forma, toma nota lo expresado por el representante en el sentido 
de que el interés principal de las víctimas en este caso es la consecución 
de justicia. Por otro lado, la Corte valora positivamente la política de 
reparación de violaciones a derechos humanos adelantada por el estado 
(supra párr. 82.26 a 82.33), dentro de la cual [la esposa e hijos del señor 
Almonacid Arellano] recibieron aproximadamente la cantidad de US$ 
98.000,00 (noventa y ocho mil dólares de los estados unidos de améri-
ca), más beneficios educacionales correspondientes aproximadamente a 
US$ 12.180,00 (doce mil ciento ochenta dólares de los Estados Unidos 
de américa). teniendo en cuenta todo lo anterior, el tribunal considera 
no ordenar el pago de una compensación económica por concepto de 
daño inmaterial, debido a que estima, como lo ha hecho en otros casos, 
que esta sentencia constituye per se una forma de reparación,60 y que 
las medidas que se detallan en los párrafos 145 a 157 de esta sentencia 
constituyen una debida reparación en los términos del artículo 63.1 de la 
Convención americana.

162. Como lo ha ordenado en otras oportunidades,61 la Corte estima 
que, como medida de satisfacción, el estado deberá publicar en el Diario 
Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez 

60  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 130; Caso de las Ma-
sacres de Ituango, supra nota 13, párr. 383; y Caso Baldeón García, supra nota 13, 
párr. 188. 

61  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 131; Caso Ximenes Lopes, 
supra nota 13, párr. 236; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 387. 
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y sin las notas al pié de página, el capítulo relativo a los hechos probados 
de esta sentencia y la parte resolutiva de la misma. Para estas publicacio-
nes se fija el plazo de seis meses, a partir de la notificación de la presente 
sentencia.

e) Costas y gastos (concepto, fijación en equidad)

163. Las costas y gastos están comprendidos dentro del concepto de 
reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención americana, 
puesto que la actividad desplegada por las víctimas con el fin de obte-
ner justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica eroga-
ciones que deben ser compensadas cuando la responsabilidad interna-
cional del estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. en 
cuanto a su reembolso, corresponde al tribunal apreciar prudentemente 
su alcance. teniendo en cuenta la naturaleza de la jurisdicción inter-
nacional de la protección de los derechos humanos, esta apreciación 
puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en 
cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea 
razonable.62

164. en el presente caso, la Corte nota que el representante no ha acre-
ditado ni probado un monto concreto por concepto de costas y gastos, por 
lo que procederá a fijarlas en equidad. Para ello, el Tribunal considera 
que las costas y gastos a nivel interno deben calcularse desde el 5o. de 
diciembre de 1996, fecha en que la Corte suprema resolvió que la juris-
dicción militar era la competente para seguir conociendo el caso (supra 
párr. 82.17), puesto que desde esa fecha se inició la denegación de jus-
ticia que se ha analizado en el presente caso. Las costas y gastos a nivel 
internacional se considerarán desde la presentación de la denuncia ante 
la Comisión Interamericana. en consecuencia, la Corte estima equitativo 
ordenar al Estado que reintegre la cantidad de US$10.000,00 (diez mil 
dólares de los estados unidos de américa) […]

62  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros, supra nota 49, párr. 151; Caso Ximenes Lopes, 
supra nota 13, párr. 249; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 13, párr. 410
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Modalidad de cumplimiento (plazos, moneda, supervisión  
de cumplimiento)

165. Para dar cumplimiento a la presente sentencia, el estado deberá 
efectuar el reintegro de costas y gastos dentro del plazo de un año con-
tado a partir de la notificación de la presente Sentencia. En cuanto a la 
publicación de la presente sentencia (supra párr. 162), el estado dispone 
de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la mis-
ma, para cumplir con lo ordenado. en el caso de las otras reparaciones 
ordenadas, deberá cumplirlas en un plazo razonable (supra párrs. 145 a 
157).

166. Si por causas atribuibles a la beneficiaria del reintegro de costas 
y gastos no fuese posible que ésta lo reciba dentro del plazo indicado 
en el párrafo anterior, el estado consignará dicho monto a favor de la 
beneficiaria en una cuenta o certificado de depósito en una institución 
financiera chilena solvente, en dólares estadounidenses y en las con-
diciones financieras más favorables que permitan la legislación y la 
práctica bancaria. si al cabo de diez años la indemnización no ha sido 
reclamada, las cantidades serán devueltas al estado con los intereses 
devengados.

167. el estado puede cumplir sus obligaciones mediante el pago en 
dólares de los estados unidos de américa o en una cantidad equivalente 
en moneda chilena, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cam-
bio entre ambas monedas que esté vigente en la plaza de nueva York, 
estados unidos de américa, el día anterior al pago.

168. La cantidad asignada en la presente sentencia bajo el concepto 
de reintegro de costas y gastos, no podrá ser afectada o condicionada 
por motivos fiscales actuales o futuros. Por ende, deberán ser entregada 
a los beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en esta 
sentencia.

169. en caso de que el estado incurriera en mora, deberá pagar un 
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario 
moratorio en Chile.

170. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facul-
tad inherente a sus atribuciones y derivada, asimismo, del artículo 65 de 
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la Convención americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de la 
presente sentencia. el caso se dará por concluido una vez que el estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente Fallo. Dentro 
del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, 
Chile deberá rendir a la Corte un informe sobre las medidas adoptadas 
para dar cumplimiento a la misma.




